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LA APROBACIÓN DEL EJECUTIVO A UN AÑO DE INICIADO EL GOBIERNO Y EN UN CONTEXTO DE PROTESTAS

SIN LICENCIA

LA CUMBRE DE LAS AMÉRICAS EN LIMA

Las huelgas y el desencanto

Contra Maduro y contra Trump

Gobernabilidad 
y corrupción

H a hecho bien el go-
bierno del Perú en 
expulsar al embaja-
dor de Venezuela en 
el Perú. La razón es 

política. El Gobierno de Venezuela ha 
terminado con el orden democrático. 

Las personas son dueñas de deci-
dir a quiénes incluyen en su círculo 
de amistad. Lo mismo sucede con 
los gobiernos. Esta es la posición del 
gobierno de Pedro Pablo Kuczynski. 

El Gobierno Peruano no afecta el 
derecho del pueblo venezolano a deci-
dir qué tipo de régimen político avala. 
Resuelve que, a su juicio, en Venezuela 
no se da garantía a la representación política. 

El retiro del embajador de Venezuela no im-
plica una ruptura de relaciones diplomáticas. 
Quiere decir, simplemente, “tengo dudas de 
qué tanto representas a tu país”. 

Las dudas son más que razonables. Venezue-
la ha destruido las instituciones del Estado de 
derecho. Hizo una Constitución a la medida de 
la dictadura chavista. 

Aún con esa ventaja, el grupo en el poder 
perdió elecciones parlamentarias. Sometió 
entonces las decisiones del Congreso a jurisdic-
ciones. Impuso a la autoridad judicial por sobre 
el Poder Legislativo. 

Este proceso de demolición del Estado de 
derecho llegó a una etapa terminal. 

El presidente Maduro convocó a una Asam-
blea Constituyente, que es el procedimiento de 
muchas dictaduras. Es el procedimiento que 
reclamaban para el Perú Verónika Mendoza, 
entre otros. 

L a corrupción es la nueva ame-
naza transnacional en Amé-
rica Latina. Las redes de co-
rrupción atraviesan fronteras, 
partidos políticos y diferentes 

niveles gubernamentales, involucrando in-
cluso a diversos ex presidentes. Su extensión 
erosiona la gobernabilidad democrática en 
la región y la capacidad estatal de satisfacer 
las necesidades socioeconómicas de las po-
blaciones. La ciudadanía demanda que los 
gobiernos prioricen el combate contra la 
corrupción y la impunidad. 

Las amenazas transnacionales requie-
ren respuestas multilaterales y cooperación 
internacional. La fuerza corrosiva de la co-
rrupción sistematizada impone la necesidad 
de reaccionar de manera concertada. El Go-
bierno Peruano ha asumido la responsabili-
dad de encarar ese desafío. Ha logrado que 
el tema central de la Cumbre de las Américas 
que se realizará en Lima, en abril próximo, 
sea gobernabilidad democrática y lucha 
contra la corrupción. 

La iniciativa diplomática peruana implica 
desarrollar la temática anticorrupción en la 
agenda regional e identifi car las medidas que 
serán objeto de análisis y debate presidencial 
en la cumbre continental. La tarea inmediata 
requiere contar con el concurso de entidades 
públicas, organizaciones de la sociedad civil 
y gobiernos extranjeros. Es preciso canalizar 
los preparativos y las reuniones previas para 
lograr que las discusiones dentro del marco de 
la Cumbre de las Américas produzcan resulta-
dos concretos. El objetivo fundamental es que 
el encuentro de los jefes de Estado americanos 
en Lima constituya un avance significativo 
para combatir con éxito la epidemia de co-
rrupción extendida a través de toda la región. 

La impunidad ante la corrupción debi-
lita la capacidad 
estatal de garan-
tizar el imperio 
de la ley y la esta-
bilidad jurídica, 
socava la legiti-
midad social de 
las instituciones 
democráticas y 
desalienta la in-

versión pública y privada. Por ello es impres-
cindible encarar el desafío regional de con-
certar acciones efectivas para recomponer 
la confi anza entre los estados y nuestras so-
ciedades e impulsar la cooperación intergu-
bernamental para combatir la corrupción. 

El Perú ha propuesto tomar como punto 
de partida los instrumentos jurídicos regio-
nales vigentes: la Convención Interamerica-
na contra la Corrupción y la Carta Democrá-
tica Interamericana. A partir de ahí diversas 
alternativas de acción son factibles, inclusive 
evaluar la opción de constituir a mediano 
plazo una corte interamericana anticorrup-
ción. La tarea inmediata es encauzar la vo-
luntad política regional, uniendo esfuerzos 
de las entidades estatales y la sociedad civil, 
hacia el objetivo de asegurar que la próxima 
Cumbre de las Américas tenga éxito para 
enfrentar la amenaza de la corrupción a la 
gobernabilidad democrática. 

No podemos perder la oportunidad que 
provee reunir en Lima a todos los jefes de 
Estado de la región. Urge corregir los erro-
res efectuados y vencer los obstáculos que 
limitan las capacidades de enfrentar la co-
rrupción y la impunidad con efi cacia. El Pe-
rú ha planteado ese reto a los gobiernos de la 
región. También ha asumido la responsabili-
dad de encabezar los trabajos preparatorios 
para lograr que respondamos a dicho reto 
con convicción y decisión. 

L a aprobación a la ges-
tión del presidente 
Pedro Pablo Kuczyns-
ki bajó a 29%. Con los 
cinco puntos de caída, 

que registra la encuesta de Ipsos-El 
Comercio que se publica hoy, llega 
a su menor aprobación en lo que va 
del gobierno. En tanto, su desapro-
bación se elevó a 64% y ya es mayori-
taria en todas las regiones y los estra-
tos sociales. La encuesta encuentra 
explicaciones de esta desaprobación 
en la desilusión del primer año de 
gobierno, expresada en el discurso 
de Fiestas Patrias, y la ola de huelgas 
que enfrenta el país. 

Con respecto al discurso, que tuvo una au-
diencia elevada, el 30% de quienes lo vieron o 
escucharon lo consideró bueno y el 58%, malo. 
Las palabras más asociadas a él fueron descon-
fi anza, decepción e incertidumbre. La magni-
tud del desencanto se hace más notoria cuando 
se comparan estos resultados con los de hace 
un año. El primer discurso presidencial de PPK 
fue considerado bueno por el 78% y malo por el 
11%, y los principales sentimientos que generó 
fueron esperanza, confi anza y tranquilidad. 

Es habitual el desencanto luego del primer 
año de gobierno, cuando se contrastan las ex-
cesivas expectativas del inicio de un mandato 
con las limitaciones de la gestión pública. Lo 
mismo ha ocurrido en gobiernos anteriores. Sin 
embargo, las palabras importan. Los gobernan-
tes que tocan los temas que más le preocupan a 
la población y que logran transmitir liderazgo 
pueden recuperar apoyo popular. Lo contrario 
también es cierto. Si el mensaje de Fiestas Pa-
trias no llega al corazón de la ciudadanía, el de-
clive no se detiene. Alejandro Toledo, por ejem-
plo, bajó de 18% a 16% en agosto del 2002; Gar-
cía, en cambio, subió de 32% a 35% en agosto 
del 2007; y Ollanta Humala, que no destacaba 
por su oratoria, se mantuvo en 40% en agosto 
del 2016 gracias a inaugurar su tercer Gabinete. 

La ola de huelgas que afecta al país es proba-
blemente la principal explicación del males-
tar que recoge la encuesta. La aprobación del 
primer ministro Fernando Zavala cae de 31% 
a 24% y la de la ministra de Educación, Marilú 
Martens, de 34% a 24%. En contraste, el 56% 
de la población apoyaba la huelga magisterial 
en los días en que se aplicó esta encuesta. Los 
resultados revelan que el magisterio tuvo más 
éxito que el gobierno en sensibilizar a la ciuda-
danía sobre su situación económica y que la 
presencia del Movadef/Sendero Luminoso, 
como promotores de la paralización, pasó des-
apercibida para la mayoría. 

Las huelgas del sector público no son inusua-
les en estos meses, debido a que a fi nes de agosto 

Poco antes de convertirse al nazis-
mo, el jurista Carl Schmitt sostenía 
que el “poder constituyente” no es 
un poder más, coordinado con otros 
distintos poderes, sino que es la base 
de todos los poderes. 

El “poder constituyente” en Vene-
zuela procede del Ejecutivo. El Eje-
cutivo la convocó, y el presidente fue 
ratifi cado por ella. 

La presidenta de la Asamblea fue 
canciller del gobierno. Tras jurar el 
cargo, anunció: “Maduro, no te va-
mos a abandonar”. 

La Constituyente es, en Venezuela, 
un anexo del Ejecutivo. Su único ob-

jetivo es anular al Congreso. Cambiar de repre-
sentación para legislar según las necesidades 
políticas del gobierno es lo contrario al régimen 
constitucional. 

El principio de soberanía impide que los de-
más gobiernos se inmiscuyan en lo que está su-
cediendo. Por eso ha hecho bien el presidente 
Kuczynski en retirar al embajador venezolano, 
sin romper relaciones. 

Los chilenos tuvieron que resolver, por sí mis-
mos, la dictadura de Pinochet. Los peruanos, 
por nosotros mismos, tuvimos que resolver la 
dictadura de la mayoría fujimorista. Los vene-
zolanos tendrán que hacer lo propio. 

El presidente de Estados Unidos, Donald 
Trump, cree, sin embargo, que los problemas 
de Venezuela le dan derecho a su gobierno a 
una intervención militar. 

“Tenemos muchas opciones para Venezuela, 
incluida una posible opción militar, si es nece-
sario”, ha declarado el gobernante norteame-

el gobierno debe presentar su pro-
puesta de presupuesto general de 
la República al Congreso. Es una 
excelente oportunidad para que 
el gobierno y los propios congresis-
tas hagan docencia política sobre 
la relación entre mejoras salaria-
les y crecimiento económico. Es 
el momento para generar apoyo a 
medidas que faciliten la inversión, 
especialmente en sectores que con-
tribuyen de manera signifi cativa a 
incrementar los recursos fi scales, 
como la minería. 

La encuesta de este mes revela 
que la opinión pública está abier-

ta a ese mensaje. A la pregunta sobre qué debe 
hacer el gobierno para pagar mejores sueldos 
a los servidores públicos, el 50% contesta que 
aumentar la inversión para que haya más cre-
cimiento económico y así mayor recaudación 
tributaria; el 30%, combatir la evasión y la in-
formalidad para que más gente pague impues-
tos; y solo 11%, aumentar la presión tributaria 
a quienes pagan impuestos actualmente. 

No es la primera vez que un gobierno enfren-
ta una larga huelga magisterial. Los maestros 
fueron las principales víctimas del modelo eco-
nómico infl acionario que se inició en la década 
de 1970 y culminó en 1990. Desde entonces 
han recuperado sus ingresos, pero no al ritmo 
que quisieran y que se merecen. El gobierno tie-
ne un plan para que mejoren sus ingresos reales 
en los próximos años, pero es evidente que no 

“La ola de huelgas que afecta 
al país es probablemente 
la principal explicación 

del malestar que recoge la 
encuesta”.

“Las amenazas 
transnacionales 

requieren 
respuestas 

multilaterales 
y cooperación 

internacional”.
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ricano. 
La Cancillería peruana se ha distancia-

do de esta opción. “Todo intento interno 
o externo para recurrir a la fuerza socava 
el objetivo de restaurar la gobernabilidad 
democrática en Venezuela, así como los 
principios consagrados en la Carta de las 
Naciones Unidas.” (Comunicado 028/17). 

Aun así, se requiere que el propio presi-
dente Pedro Pablo Kuczynski rechace de 
manera categórica las expresiones del pre-
sidente de Estados Unidos. 

Así como tiene el derecho de diferenciarse 
del gobierno de Maduro, el presidente tiene 
la obligación de diferenciarse de Trump. Lo 
que ha dicho es inadmisible. Kuczynski debe 
rechazarlo de manera tajante. 

No solo se trata de la gobernabilidad en 
Venezuela. Se trata de la soberanía territo-
rial. El jefe del Estado Peruano debe decir 
algo así como: “Se debe descartar una opción 
militar frente a Venezuela”. “No aceptamos 
ninguna sugerencia de vulneración de nues-
tras soberanías.” 

La posición de PPK, ¿está hecha de convic-
ciones sobre el Estado de derecho? ¿O está 
hecha de pactos y tinglados con la desastro-
sa política internacional norteamericana? 

No se pueden aceptar las bravuconadas y 
matonerías intervencionistas del presiden-
te Trump. 

La posición del Perú debe mantenerse 
como defensa del Estado de derecho. Eso 
implica un juicio sobre la destrucción de las 
instituciones en Venezuela. También, por 
supuesto, un juicio sobre el derecho inter-
nacional y sus exigencias. 
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sabe comunicarlo. 
Con el tiempo, las huelgas se agotan y 

pierden apoyo popular, sobre todo si se ra-
dicalizan. En ese sentido, la opinión públi-
ca también es tajante: el 67% considera que 
los huelguistas tienen derecho a marchar 
por las calles, pero el 76% está en contra de 
que impidan que los que quieran trabajar 
puedan hacerlo y el 93% en contra de que 
actúen con violencia. 

A su vez, el 71% aprueba que sean despe-
didos y reemplazados si no vuelven al traba-
jo, luego de que una huelga haya sido decla-
rada ilegal (las respuestas van desde los que 
piden que se les despida de inmediato hasta 
los que creen que el despido procede luego 
de un mes de huelga). Terminar con una 
paralización prolongada requiere ganar la 
confi anza de la mayoría de los trabajadores 
en huelga y de la opinión pública de que se 
dará el máximo aumento salarial posible. 
Si el gobierno convence a la ciudadanía de 
la seriedad de su oferta, tendrá también su 
apoyo para actuar con fi rmeza contra quie-
nes no vuelvan a trabajar. 


